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ANTECEDENTES

 PRIMERO.- Con fecha 5 de junio de 2001 se acordó la apertura de un
expediente de oficio con la finalidad de analizar la situación en que se encuentran
dentro de la Diputación General de Aragón los becarios de formación, prácticas y
colaboración. En especial el expediente de oficio pretendía examinar la ordenación
del régimen jurídico aplicable a estas becas, ya que se había constatado que la falta
de un marco normativo uniforme acababa trasladando a cada una de las
convocatorias la definición de los derechos y deberes de los becarios y de la propia
Diputación General de Aragón, con la consiguiente situación de inseguridad jurídica.

El expediente de oficio se pretendía centrar en el análisis de las
denominadas becas de prácticas, formación o colaboración, en cualquiera de las
denominaciones que en cada caso ostenten (como, por ejemplo, formación,
prácticas de colaboración, formación en prácticas, prácticas y colaboración...).
Quedaba al margen del examen de nuestra Institución la situación en que se
encuentran las becas de investigación (pre y postdoctorales) y las becas de ayudas
al estudio, por tener diferente naturaleza.

SEGUNDO.- El día 6 de junio de 2001 nuestra Institución se dirigió a todos los
Departamentos de la Diputación General de Aragón con la finalidad de recabar
información acerca de las becas de esta naturaleza convocadas o concedidas por
cada uno de los Departamentos, así como por los organismos o entes dependientes
de ellos, con mención especial de los siguientes aspectos:

- Bases de cada convocatoria.
- Adjudicatarios de las becas.
- Duración de las becas.
- Existencia, en su caso, de prórrogas en la duración de las becas.
- Régimen de incompatibilidad de los becarios.
- Contenido específico de los trabajos desempeñados por los becarios.
- Existencia de tutores u otros mecanismos de control de las becas 
(evaluaciones, memorias finales...).
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TERCERO.- La Diputación General de Aragón contestó a nuestra solicitud,
remitiendo en diversas fechas de los meses de agosto y septiembre de 2001 la
información relativa a las becas de formación, prácticas o colaboración convocadas
por cada uno de sus Departamentos.

CUARTO.- Con independencia de este expediente de oficio se presentaron
ante el Justicia de Aragón algunas quejas sobre diversas convocatorias de becas de
prácticas o colaboración realizadas por la Diputación General de Aragón. La
tramitación de las mismas llevó a nuestra Institución a dirigir dos Resoluciones a la
Administración aragonesa de las que dimos cuenta en el Informe Anual
correspondiente a 2002 (expedientes DI-240/2001 y 1269/01).

El contenido de estas Resoluciones así como la respuesta dada por los
Departamentos afectados a nuestros requerimientos nos llevó a realizar un
seguimiento del devenir de todas las becas de esta naturaleza existentes en la
Diputación General de Aragón a largo de 2002 y 2003, a fin de poder examinar el
proceso completo de las mismas que, como se expondrá más adelante, en algunos
casos puede durar varios años, a fin de establecer unas conclusiones sólidas.

QUINTO.- El expediente ha sido tramitado por el Asesor D. Ignacio Murillo.

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS

PRIMERA.- Precisiones terminológicas y concepto.

La figura del becario carece de regulación jurídica. Bajo la genérica
denominación de beca se vienen a incluir diversas relaciones jurídicas bien
diferenciadas:

1.- Por una parte, las becas de investigación, en su doble modalidad de
becas predoctorales y postdoctorales, presentan unos perfiles definidos. Las becas
de investigación predoctorales tienen por objeto facilitar la formación a los
estudiantes postgraduados con la finalidad de obtener el grado académico de
Doctor. Las becas de investigación postdoctorales pretenden servir de vehículo que
facilite la transición de los investigadores que ya han obtenido el grado de Doctor a
otras situaciones laborales o profesionales.

Las becas de investigación, en especial las postdoctorales, tienen una
problemática muy específica que ha cobrado especial relieve en los últimos años
llegando a proponerse desde diversos foros su replanteamiento y sustitución por
figuras contractuales de naturaleza laboral.

Estas becas son ajenas al objeto del presente informe.

2.- En segundo lugar, las becas de estudio. Bajo esta denominación se
incluye un conjunto acciones destinadas a facilitar el acceso de los ciudadanos al
sistema educativo en sus diversos niveles removiendo los obstáculos de carácter
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económico que pudieran existir. Existen muchas modalidades en función del tipo de
obstáculo existente (acceso a libros, transporte, comida, matrícula...).

Estas becas son también ajenas al objeto del presente informe.

3.- Existe un tercer grupo en el que se incluyen las becas de prácticas,
formación o colaboración, en cualquiera de las denominaciones que en cada caso
ostenten (como, por ejemplo, formación, prácticas de colaboración, formación en
prácticas, prácticas y colaboración...). Estas becas presentan una indudable
finalidad formativa, pero se insertan dentro de un entorno laboral convirtiéndose en
un instrumento destinado a facilitar una formación práctica que permita el acceso de
las personas que han concluido sus estudios al mundo laboral y profesional.

Si bien no existe una regulación legal de estas becas, la jurisprudencia ha
procurado delimitar su concepto ya que la inserción del becario dentro de un entorno
laboral y el tipo de actividad que realiza presentan indudables conexiones con el
contrato de trabajo. Así lo reconoce la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Supremo de 13 de junio de 1988  -dictada en un recurso de casación por infracción
de ley- al afirmar que “... tanto en la beca como en el contrato de trabajo se da una
actividad que es objeto de una remuneración, de ahí la zona fronteriza entre ambas
instituciones...”. Por ello, es preciso determinar las diferencias existentes con el
contrato de trabajo:

Así, la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo de 7 de julio
de 1998  -dictada en un recurso de casación para la unificación de doctrina- afirma
que “...tanto la doctrina científica, como la jurisprudencia, tienen declarado que las
becas están desprovistas de las notas configuradoras de la relación laboral. Que el
becario adquiere una formación mediante la realización de una actividad que tiene
un coste económico que soporta la institución o quien la financie. El régimen de
becas es inoperante en los ámbitos de la enseñanza; no se caracteriza por la
liberalidad, que es propia de la donación, y el becario, que ha de cumplir ciertas
tareas, no las realiza en línea de contraprestación, sino de aportación de un mérito
para hacerse acreedor de la beca y disminuir así la carga de onerosidad que la beca
representa. Se materializa con la beca un compromiso que adquiere el becario, que
no desvirtúa la naturaleza extralaboral de la relación existente. La finalidad
perseguida en la concesión de becas no estriba en beneficiarse de la actividad del
becario, sino en la ayuda que se presta en la formación profesional.

La jurisprudencia de esta Sala ha declarado que el rasgo diferencial de la
beca como percepción es su finalidad primaria de facilitar el estudio y la
incorporación del becario y no la de incorporar los resultados o frutos del estudio o
trabajo de formación realizados al patrimonio de la persona que la otorga, la cual no
adquiere la posición de empleador o empresario jurídico-laboral respecto del becario
(STS 13 junio 1988). ... La Sentencia de 26 junio 1995 (Recurso de Casación para la
unificación de doctrina 978/1994) declaró que la beca es una relación de beneficio; y
que en el caso del recurso se acreditó que la calificación de laboralidad descansaba
sobre la base de que el provecho de la entidad empleadora había prevalecido, en el
desarrollo de la relación, sobre el provecho personal y científico del demandante...”
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En definitiva, como afirma la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid de 19 de noviembre de 1998, “... la beca puede
configurarse como una donación modal, (art. 619 del Código Civil) en virtud de la
cual el becado recibe un estipendio comprometiéndose a la realización de algún tipo
de trabajo o estudio que redunda en su formación y en su propio beneficio. Es
fundamental la finalidad formativa de la beca, mientras que si prevalece el interés de
la entidad en la obtención de la prestación del servicio, y si la entidad hace suyos
los frutos del trabajo del becado, se tratará de un contrato de trabajo y no de una
beca. Así, la Sentencia del Tribunal Supremo de 26 junio 1995 afirma que «el rasgo
diferencial de la beca como percepción es su finalidad primaria de facilitar el estudio
y formación del becario, y no la de incorporar los resultados o frutos del estudio o
del trabajo de formación realizado, al patrimonio de la persona que la otorga».

Por esta razón, no habrá beca cuando los servicios del becario cubren o
satisfacen necesidades que, de no llevarse a cabo por aquél, tendrían que
encomendarse a un tercero, o cuando el supuesto becario se limita a realizar los
cometidos propios de la esfera de actividad de la entidad”.

En resumen, si bien la finalidad formativa no constituye por sí misma el
criterio de distinción entre las becas y el contrato de trabajo, puesto que también
existen modalidades contractuales con dicha finalidad (los contratos formativos), sin
embargo sí que debe prevalecer sobre el beneficio o utilidad que la entidad obtenga
de la actividad realizada por el becario. La distinción entre beca y relación laboral
requerirá que en cada caso concreto se determine cuál es el interés o beneficio
principal que se satisface con los servicios que se prestan dentro de la beca, si el
de la formación del becario que los realiza o si por el contrario el de la entidad
convocante.

SEGUNDA.- Régimen jurídico de las becas de prácticas y colaboración en
Aragón.

La Comunidad Autónoma de Aragón no está dotada de una regulación
general de las becas denominadas de prácticas o de formación. Dada esta
carencia, son las diversas convocatorias específicas que aprueba la Administración
las que vienen a establecer el procedimiento para la concesión de becas de esta
naturaleza, así como la definición de los principios y normas que deben regir su
disfrute.

Sin embargo, el contenido de estas convocatorias no es libre ya que la
consolidada línea jurisprudencial de la que antes hemos dado rendida cuenta ha
delimitado los contornos generales de estas becas.

TERCERA.- Las becas de prácticas y colaboración en la Diputación General de
Aragón.

Como consecuencia de la tramitación de este expediente de oficio, hemos
tenido ocasión de analizar diversos problemas que se generan con relación a las
becas de prácticas y colaboración que convoca la Administración aragonesa.
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El análisis de la información remitida por la Diputación General de Aragón en
2001 y el seguimiento realizado a partir de dicha información de base a las
actuaciones realizadas en 2002 y 2003 nos permite formular las siguientes
consideraciones generales:

1.- La Diputación General de Aragón carece de un plan general sobre las
becas de formación y prácticas. No existe una política definida en este campo,
circunstancia de la que derivan gran parte de los problemas que se ponen de
manifiesto a continuación.

2.- Mientras algunos Departamentos como Economía, Hacienda y Empleo
o Presidencia y Relaciones Institucionales convocan con habitualidad becas de esta
naturaleza, existen Departamentos y Organismos que o bien no realizan
convocatorias de esta naturaleza o bien lo hacen de forma casi anecdótica
(Agricultura, I.A.S.S....).

Por otra parte, existe notable continuidad en el diseño de las becas. Las
nuevas convocatorias se realizan en los mismos ámbitos en que se habían
realizado las anteriores.

3.- Los Departamentos y organismos de la Diputación General de Aragón
realizan convocatorias muy dispares. Hay diferencias en el nombre de las becas
(formación, prácticas de colaboración, formación en prácticas, prácticas y
colaboración...), en la remuneración, en la duración (en especial en la posibilidad de
prórrogas y en el número y duración de las mismas), en el contenido de los méritos
a valorar, en la existencia o no de seguros para los becarios, en los mecanismos de
tutela...

4.- Las convocatorias incluyen en ocasiones elementos extraños a la
naturaleza propia de las becas de prácticas o formación:

a) De modo especial debe examinarse el apartado relativo a la
“experiencia”, término que en principio resulta ajeno al perfil tipo que puede
suponerse adecuado para los eventuales aspirantes a la realización de unas
prácticas formativas. Pues bien, existen convocatorias en las que se exige la
posesión de experiencia no ya como mérito valorable sino como requisito para
acceder a las becas. Tal ha sido el caso de la convocatoria de unas becas de
prácticas y colaboración en el Centro de Documentación de la Dirección General de
Consumo del Departamento de Sanidad, Consumo y Bienestar Social de la
Diputación General de Aragón (publicada en el B.O.A. nº 147 de 14/12/2001), en
cuyas bases se exige como requisito “acreditar experiencia laboral, administrativa,
como becario o en prácticas en la Administración Pública de Consumo”.

Más habitual es la inclusión dentro del baremo de méritos de la convocatoria,
de un apartado en el que se valora la “experiencia profesional”. En un número
considerable de casos la puntuación que se otorga por este apartado tiene un peso
significativo, llegando en ocasiones a ser decisivo (sirva como ejemplo la beca para
la gestión de biblioteca electrónica en la Biblioteca de la Administración del Gobierno
de Aragón cuya convocatoria -B.O.A. nº 89, de 26 de julio de 2000-  establece una
valoración de la experiencia de 10 puntos -en tres apartados de 4, 2 y 4 puntos-
sobre un total de 19).
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Por otra parte, el factor “experiencia” se potencia al no impedir las bases en
muchas ocasiones la posibilidad de optar a las becas a quienes ya han disfrutado
de las mismas con anterioridad y valorarse además esa “experiencia” como mérito
(así sucede por ejemplo en las becas para Licenciados en Derecho en la Dirección
General de Tributos).

b) Hay una marcada utilización de la posibilidad de prorrogar las becas
prevista en muchas convocatorias. Es muy habitual que la prórroga pueda
extenderse hasta 3 años completándose así un período de formación de 4 años
(valga por todos el ejemplo de los becarios con Licenciatura en Derecho
denominados “Técnico Liquidador Tributario” que realizan su actividad en la
Dirección General de Tributos, con el añadido de que no se les impide volver a
solicitar la beca por segunda vez y obtenerla -así ha sucedido efectivamente a
través de la Orden de 8 de enero de 2002 del Departamento de Economía, Hacienda
y Empleo- de modo que pueden llegar a completar una “formación” de 8 ó más
años).

Debe tenerse en cuenta que el recurso habitual a la prórroga puede
desnaturalizar el fin formativo que se persigue primordialmente con estas becas.
Como ya pusimos de manifiesto en una Sugerencia formal realizada con motivo de
la tramitación del expediente de queja DI-240/2001 (becas de prácticas en la
biblioteca del Servicio de Investigación Agraria, que eran prorrogables hasta un
máximo de 4 años), “...si tenemos en cuenta que la "jornada de trabajo" de los
becarios es de 37 horas semanales, anualmente realizarán "prácticas formativas"
durante más de 1900 horas, si no se computan vacaciones, o 1700 horas, si se les
hace disfrutar de unas vacaciones asimiladas a las laborales. Y en caso de
agotarse las tres prórrogas previstas podrían alcanzarse las 7500 horas de
"formación". En el mismo sentido, en el ejemplo de los Técnicos Liquidadores
Tributarios si alguno llega a completar la segunda beca con las prórrogas previstas,
las actividades formativas podrían superar las 10.000 horas.

 c) En cuanto al régimen de incompatibilidades, frente al sistema general que
prescinde de regular esta materia o incluye una cláusula genérica que
incompatibiliza a los becarios con cualquier otra beca o ayuda concedida para ese
mismo período de tiempo, existen casos en los que se llega más lejos
estableciendo la incompatibilidad de la beca con el desempeño de cualquier otra
actividad de naturaleza laboral o funcionarial (tal es el caso de las tres becas de
prácticas y colaboración en el Centro de Documentación de la Dirección General de
Consumo del Departamento de Sanidad, Consumo y Bienestar Social de la
Diputación General de Aragón convocadas en el B.O.A. nº 147 de 14 de diciembre
de 2001).

 
 Ningún reparo cabe plantear a la primera limitación establecida, ya que la

incompatibilidad en la percepción de dos o más becas de forma simultánea puede
resultar adecuada al objeto de las becas de formación o prácticas, favoreciendo el
acceso a las mismas a un mayor número de personas.
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 Sin embargo, la situación es distinta cuando se trata del sistema de
incompatibilidades establecido entre la beca y el desempeño de una actividad
laboral o funcionarial retribuida.

 
 Es cierto que no encontramos ninguna norma legal que impida la solución

adoptada. Así, por una parte, el régimen de becas públicas debe entenderse que
queda fuera del ámbito de aplicación de la Ley 53/1984, de modo que parece posible
que la convocatoria establezca un régimen específico de incompatibilidades de
estas becas, distinto del régimen general aplicable al personal al servicio de las
Administraciones Públicas. Y por otra parte la propia teórica finalidad formativa con
la que se han convocado las becas puede justificar la pretensión de la
Administración de exigir una exclusividad completa.

 
 Sin embargo, frente a lo que acabamos de exponer, no debe olvidarse que

parece poco racional que el régimen de incompatibilidad de un empleo público
retribuido con dedicación exclusiva sea menos exigente que el de un becario de
prácticas o formación. En efecto, podemos imaginar la situación de un funcionario
de máximo nivel y dedicación exclusiva, que sería la persona a la que el sistema de
la Ley 53/1984 impondría más restricciones para acceder a una segunda actividad
retribuida. Pues bien, de acuerdo con el artículo 4 de la Ley 53/1984 sería posible
que esta persona obtuviera compatibilidad para el desempeño de un puesto de
Profesor Asociado a tiempo parcial y con duración determinada en una Universidad.
Y sin embargo, las bases de la convocatoria comentada llegan más lejos y no
permiten esta simultaneidad.

5.- Existen unos ámbitos profesionales en los que se concentran
prácticamente todas las becas de prácticas o formación:

* Achivos, Bibliotecas y Documentación.
* Estadística
* Derecho
* Economía

Esta limitación de los campos en los que la Diputación General de Aragón
ofrece becas formativas no parece tener una justificación racional, ya que existen
muchos otros sectores de la actividad administrativa que son idóneos para ofrecer a
las personas que han concluido sus estudios unas prácticas formativas que les
ayuden en su acceso al mundo laboral y profesional.

6.- La anterior reflexión debe ponerse en relación con la constatación de
que bajo la misma denominación general se convocan becas muy distintas:

* Por una parte, hay convocatorias de becas de prácticas de postgrado
diseñadas en conexión con la Universidad o con organizaciones
empresariales. Su carácter parece ser prioritariamente formativo y están
limitadas notablemente en el tiempo. Por ejemplo, las becas de formación en
Internacionalización que conllevan prácticas en oficinas económicas y
comerciales de las Embajadas de España o en las oficinas del SIPCA, o las
becas de formación en el ámbito de las tecnología de la información y las
comunicaciones convocadas por el Instituto Aragonés de Fomento como
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consecuencia de un convenio con la Universidad de Zaragoza, cuya duración
es de 6 meses no prorrogables. Este parece ser el caso también de las becas
para Titulados Superiores posgraduados en temas europeos, que se otorgan
por 6 meses ampliables a un año, que parecen ser el colofón natural que
culmina el proceso formativo de estos Titulados cuyos estudios posgrado han
sido también becados por la Diputación General de Aragón.

* Por otra parte hay convocatorias de becas de prácticas, colaboración o
formación en las que no consta la existencia de una acción coordinada de la
Diputación General de Aragón con los dos extremos del proceso de acceso al
mercado laboral y profesional (de un lado, sistema educativo y, de otro,
empresas y Colegios Profesionales). Estas becas parecen diseñadas no sólo
con un objetivo formativo sino también en razón de necesidades específicas
de la propia Diputación General de Aragón (carencias de personal en Tributos,
gestión de ayudas en Promoción de Empleo, Estadística, gestión de Archivos
o Documentación). Dentro de este conjunto de becas se pueden destacar
notables variaciones en función de la duración de las posibles prórrogas
previstas. El recurso constante a la posibilidad de prórroga hace que estas
prácticas formativas duren habitualmente 2 ó más años (véase como
significativo ejemplo el Boletín Oficial de Aragón nº 10 correspondiente al día
27 de enero de 2003 en el que se publican diversas Órdenes acordando
prórrogas).

La reiteración en el recurso a la convocatoria de este tipo de becas que
atienden más a necesidades específicas de la propia Administración que a la
inserción en un proceso formativo estructurado nos puede llevar a la consideración
de que la Diputación General de Aragón puede presentar deficiencias estructurales
en esos campos concretos que se atenúan a través de la actividad realizada por los
becarios.

7.- La mayor parte de las convocatorias examinadas presentan
mecanismos muy livianos de control del proceso formativo llevado a cabo por los
becarios. Es práctica general que las bases incluyan la previsión de la expedición de
un Certificado de prácticas que se entrega al becario. Sin embargo, es muy
excepcional que alguna convocatoria establezca fórmulas de supervisión o tutela de
los becarios durante el desarrollo de las prácticas, limitándose la mayoría (aunque
no todas) a prever que los becarios presenten al final de la beca una Memoria en la
que den cuenta de la actividad realizada.

8.- En cuanto a la cobertura de los riesgos sufridos por los becarios en el
ejercicio de su actividad hay notables diferencias. Frente a becas que omiten toda
referencia a esta cuestión, existen otras (la mayoría) que prevén la suscripción de
un seguro de accidentes. En algún caso aislado se prevé también la existencia de
un seguro de enfermedad.

9.- La eventual utilización indebida del mecanismo de las becas de
prácticas y colaboración para un fin no prioritariamente formativo puede tener
consecuencias para la Diputación General de Aragón, a la vista de la jurisprudencia
de que hemos dado cuenta al comienzo de este estudio. Las Cortes de Aragón han
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advertido de ello al Gobierno de Aragón al aprobar el día 23 de mayo de 2002 la
Proposición de Ley nº 55/02 en los siguientes términos:

«1. Las Cortes de Aragón instan al Gobierno de Aragón a que, dentro de su
ámbito de actuación, analice si las llamadas becas de formación y sus
diferentes variantes no responden en algunos casos a contratos encubiertos
y, cuando así sea, proceda a su transformación por Contratos en Prácticas,
sometidos por tanto al régimen laboral y a los condicionantes inherentes a los
mismos en razón a la aplicación del Real Decreto 488/1998.

2. Las Cortes de Aragón instan al Gobierno de Aragón a que transmita a
las otras instituciones aragonesas esta filosofía respecto a las becas de
formación que puedan responder a una actividad laboral encubierta y la
solución propuesta en esta iniciativa parlamentaria.»

CUARTA.- Conclusiones.

A la vista del panorama que acabamos de exponer parece necesario que la
Diputación General de Aragón revise su política en este campo. El punto de partida
necesario ha de ser la consideración de estas becas como un instrumento al
servicio de la formación de los becarios. El eventual beneficio o utilidad que la
Administración obtenga de la actividad realizada por el becario solo puede tener un
valor secundario. La prioridad del elemento formativo obliga a coordinar la acción
con todos los elementos que intervienen en el proceso de acceso al mercado
laboral y al profesional, y singularmente con la Administración educativa y con las
empresas y las organizaciones en que éstas se agrupan, así como con los Colegios
Profesionales.

Por todo ello se hace preciso articular un Plan en el que se defina de forma
coordinada la oferta de prácticas formativas que puede realizar la Administración
aragonesa.

Por otra parte, deben analizarse los eventuales problemas estructurales
que pueden haber quedado encubiertos a través del recurso a las becas de
prácticas. En la medida en que se compruebe su existencia, deben utilizarse los
medios que la legislación de función pública pone a disposición del Gobierno de
Aragón (reordenación de los servicios, creación de puestos de trabajo...).

En cualquier caso, la Diputación General de Aragón debe establecer un marco
general regulador del régimen jurídico de estas becas que introduzca la necesaria
seguridad jurídica en este ámbito.

Por todo lo anteriormente expuesto, y en virtud de las facultades que me
confiere la Ley 4/1985, de 27 de junio, Reguladora del Justicia de Aragón, me
permito formularle las siguientes Recomendaciones:

1ª.- La Diputación General de Aragón debe aprobar un marco general
regulador del régimen jurídico de las becas que viene convocando con la
denominación de formación, prácticas o colaboración.
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2ª.- La Diputación General de Aragón debe elaborar un Plan en el que se
defina de forma coordinada su oferta de prácticas formativas.

3º.- La Diputación General de Aragón debe analizar los eventuales
problemas estructurales que pueden haber quedado encubiertos a través del
recurso a las becas de formación, prácticas o colaboración. En la medida en que se
compruebe su existencia, debe solucionarlos utilizando los medios que la legislación
de función pública pone a su disposición.

Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no
superior a un mes acuse recibo de las Recomendaciones efectuadas.

18 de Septiembre de 2003

EL JUSTICIA DE ARAGÓN

FERNANDO GARCÍA VICENTE


